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141/1985, de 22 de octubre; 69/1989, de 20 de abril;
143/1991, de 1 de julio; 293/1993, de 18 de octubre;
273/1994, de 17 de octubre; 85/1995, de 6 de junio;
127/1995, de 25 de julio; 17/1996, de 7 de febrero,
y 202/1997, de 25 de noviembre).

Por otra parte, también hemos declarado que el dere-
cho de reunión reconocido por el art. 21.1 C.E. presenta
especialidades cuando se ejercita en el ámbito laboral
o del personal al servicio de las Administraciones Públi-
cas en la medida en que puede afectar en alguna manera
al funcionamiento de la actividad de que se trate y en
que requiere además normalmente la colaboración de
la empresa privada o de la Administración para hacerlo
efectivo (SSTC 18/1981, de 8 de junio, y 91/1983,
de 7 de noviembre; AATC 869/1988, de 4 de julio,
y 565/1989, de 27 de noviembre). En concreto, en el
ámbito de las relaciones de servicio prestadas para las
Administraciones Públicas, en virtud de una relación
administrativa o estatutaria, hemos de partir, a este res-
pecto, de la regulación contenida en los arts. 41, 42,
y 43 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Órganos
de Representación, Determinación de las Condiciones
de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de
las Administraciones Públicas.

Sin embargo, en el presente caso, como ya ha sido
indicado, en ningún momento la Administración alegó
la transgresión de eventuales límites específicos exis-
tentes en el ejercicio de la libertad de expresión del
actor y derivados de las exigencias de los principios de
jerarquía y eficacia administrativa (art. 103.1 C.E.), o un
eventual incumplimiento de la normativa que regula el
derecho de reunión en el ámbito de la relación de
servicios para la Administración (arts. 41, 42 y 43 de
la citada Ley de Órganos de Representación del Personal
al Servicio de las Administraciones Públicas).

Ninguna tacha ha sido imputada, pues, al ejercicio
por el actor de los derechos fundamentales citados, cuya
vulneración éste alegó tanto ante los órganos judiciales
laborales como ante este Tribunal, habiendo acreditado
suficientemente la existencia de indicios que generan
una razonable sospecha, apariencia o presunción a favor
de su alegato.

6. La Administración, ni al imponer el cese, ni tam-
poco en el proceso ante la jurisdicción social o en este
proceso, ha probado (y ni siquiera ha alegado) que su
decisión tuviera por causa «motivos razonables y ajenos
a todo propósito contrario a los derechos fundamen-
tales». Antes al contrario, el único fundamento suminis-
trado fue la libertad de cese o remoción del puesto ocu-
pado por el actor, una vez la Administración perdió la
confianza depositada en él, al tratarse de un puesto de
trabajo provisto mediante procedimiento de libre desig-
nación. En este mismo argumento basó la Sentencia
de suplicación su decisión sobre el ajuste a Derecho
del referido cese. Sin embargo, este argumento no puede
admitirse atendiendo a la doctrina constitucional ya
expuesta en anteriores fundamentos jurídicos, pues la
libre facultad de la Administración para cesar a los cargos
provistos mediante el procedimiento de libre designación
se encuentra también limitada por el respeto a los dere-
chos fundamentales de los empleados públicos.

De igual modo, en su escrito de alegaciones ante
este Tribunal, el S.A.S. ha situado la justificación de la
medida de cese en la pérdida de confianza depositada
en el actor. Ahora bien, de lo actuado no se deduce,
ni ha sido alegada, causa profesional alguna a la que
se haya vinculado esta pérdida de confianza, que se
califica de «profesional», en el dilatado período en el

que el actor ha desempeñado el puesto de Jefe de bloque
de Enfermería, un cargo que además, como ha indicado
el Ministerio Fiscal, no conlleva el ejercicio de autoridad,
pues se trata de un cargo intermedio. Por el contrario,
esta pérdida de confianza, según admite expresamente
el S.A.S. en su meritado escrito de alegaciones, se sitúa
exclusivamente en la conducta del actor consistente en
«haber participado en la citada concentración o (en)
haberse expresado de una determinada manera». En defi-
nitiva, la única causa esgrimida por la Administración
para justificar su decisión de cese, la pérdida de la con-
fianza en el actor, se ha vinculado exclusivamente al
ejercicio de sus derechos fundamentales de reunión y
expresión, cuya tutela debe prevalecer frente a even-
tuales actos de represalia o sanción de los mismos.

De todo lo anterior se debe concluir que la Admi-
nistración no ha probado la existencia de causas razo-
nables en las que fundar la medida de cese adoptada,
que en su ausencia queda desprovista de otro fin cono-
cido que el de sancionar el ejercicio sin tacha por el
actor de sus derechos fundamentales de libertad de
expresión y de reunión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Juan Antonio
Delgado Jiménez y, en su virtud:

1.o Reconocer los derechos del recurrente a la li-
bertad de expresión [art. 20.1 a) C.E.] y de reunión
(art. 21.1 C.E.).

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, de 30 de abril de 1998, recaída en el recurso
de suplicación núm. 1.206/97.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a treinta y uno de enero de dos
mil.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Firmado y rubricado.

4211 Sala Segunda. STC 30/2000, de 31 de enero
de 2000. Recurso de amparo 2844/98. Pro-
movido por don Francisco Gambín Moreno
frente a la Sentencia de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Murcia que desestimó su recur-
so contra la Dirección General de la Policía
por haber denegado el abono de una grati-
ficación por turnos rotatorios. Vulneración del
derecho a la libertad sindical: disminución
retributiva sufrida por el representante de un
sindicato policial al quedar exento de servicio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
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Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.844/98, promovido
por don Francisco Gambín Moreno, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Angustias del
Barrio León y asistido del Letrado don Vicente Javier
García Linares, contra la Sentencia de 22 de mayo de
1998, dictada por la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia en
el recurso núm. 896/96, desestimatoria del recurso con-
tencioso-administrativo deducido contra la Resolución de
25 de marzo de 1996, del Director general de la Policía,
que desestimó una solicitud formulada para abono de
gratificación por turnos rotatorios a partir del 1 de julio
de 1995. Ha comparecido el Abogado del Estado y ha
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Guillermo Jiménez Sánchez, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el día 20 de junio de 1998, registrado en este Tribunal
el 24 de junio, la Procuradora doña Angustias del Barrio
León, en representación de don Francisco Gambín Mole-
ro, interpuso recurso de amparo constitucional contra
la Sentencia de la que se hace mérito en el enca-
bezamiento.

2. Los hechos en los que se fundamenta la presente
demanda de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El apartado 1.1 del Acuerdo de 22 de febrero
de 1989, de Medidas Económico-Funcionariales, suscri-
to entre el Ministerio del Interior y diversos Sindicatos
del Cuerpo Nacional de Policía, estableció que: «A par-
tir del 1 de marzo de 1989 se percibirá por los fun-
cionarios del Cuerpo Nacional de Policía una gratificación
por importe de 6.500 pesetas mensuales cuando rea-
licen sus servicios en puestos de plantilla y su desem-
peño conlleve la realización de turnos completos de
noche de forma habitual. Para percibir dicha gratifica-
ción, los funcionarios tendrán que realizar todos los
servicios nocturnos que les correspondan mensualmen-
te, exceptuando únicamente los no realizados por per-
misos expresamente autorizados».

b) El demandante es funcionario del Cuerpo Nacio-
nal de Policía, con categoría de Policía, y se encontraba
prestando servicio en la Oficina de Denuncias y Atención
al Ciudadano de Alcantarilla, puesto en el que venía per-
cibiendo la gratificación por turnos rotatorios a que luego
se hará mención. Desde el 1 de julio de 1995 el recurren-
te quedó liberado totalmente del servicio en calidad de
representante sindical de la Asociación Nacional de Poli-
cía Uniformada, con la autorización de la División de
Personal otorgada de acuerdo con la Circular 29, de
15 de febrero de 1988, de la Dirección General de la
Policía, en desarrollo del art. 22.2 de la Ley Orgánica
2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad. A partir de entonces, la Administración General
del Estado dejó de abonarle la gratificación a que ante-
riormente se ha hecho referencia, por lo que, con fecha
2 de febrero de 1996, el demandante de amparo solicitó
el abono de ésta con efectos desde el 1 de julio de
1995.

c) La Dirección de la Policía, en Resolución de 25
de marzo de 1996, denegó dicha solicitud por entender
que, al estar dispensado completamente su autor de

la prestación de servicio por motivos sindicales, no con-
currían en él los requisitos para tener derecho a una
gratificación cuyo devengo exige la prestación continua-
da y efectiva de servicios con turnos rotatorios de maña-
na, tarde y noche durante todo el mes. La Administración
argumentó que se trataba de una gratificación que, con-
forme a los arts. 4 del Real Decreto 311/1988, de 30
de marzo, de retribuciones del personal de las Fuerzas
y Cuerpos de Seguridad del Estado, y 23.3 d) de la Ley
30/1984, de 2 de agosto, de Medidas de Reforma de
la Función Pública, no puede tener carácter fijo ni perió-
dico, por lo que sólo pueden percibirla los funcionarios
que reúnan las condiciones previstas y establecidas en
cada momento, que no concurrían, al no prestar servicios
efectivos, en el reclamante cuando formuló su solicitud.
Por último descartó que la falta de prestación de servicios
del liberado sindical fuese debida a permisos expresa-
mente autorizados contemplados en el Acuerdo regu-
lador y establecidos en el art. 30.1 c) de la citada Ley
30/1984 para la realización de funciones sindicales,
pues no se trata de ejercicio puntual y esporádico de
dichas funciones, sino de no prestar servicios con carác-
ter general.

d) Interpuesto recurso contencioso-administrativo
ante la Sala correspondiente del Tribunal Superior de
Justicia de Murcia, fue desestimado por la Sentencia
que ahora se recurre en amparo. El órgano judicial parte
en su razonamiento de que, conforme a la Sentencia
del Tribunal Supremo de 3 de mayo de 1996, dictada
en recurso en interés de ley, la gratificación cuestionada
tiene el carácter de gratificación por servicios extraor-
dinarios establecida, tanto en el art. 4.IV del Real Decreto
311/1988, como en el art. 23.3 d) de la Ley 30/1984,
ya citados, por lo que no puede ser percibido sino cuando
se cumplan todos sus requisitos, es decir, cuando duran-
te el mes se realicen en su integridad los servicios noc-
turnos establecidos. Continúa argumentando que no con-
curre la excepción prevista en el propio Acuerdo de que
el servicio nocturno no se llegue a prestar debido a un
permiso autorizado, dado que no cabe subsumir la situa-
ción de quien se encuentra liberado para el servicio en
el permiso para realizar funciones sindicales, de forma-
ción sindical o de representación del personal, estable-
cido en el art. 30.1 c) de la Ley 30/1984, pues los
permisos son interrupciones breves en la prestación del
servicio. Concluye afirmando que el recurrente no puede
invocar el art. 22 de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad (que regula los derechos de los represen-
tantes sindicales) para percibir una remuneración que
no es fija ni periódica.

3. La demanda de amparo se interpone contra la
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia por violación
del art. 28.1 C.E. El recurrente argumenta que la Sala
realiza una interpretación restrictiva del concepto de per-
miso para realizar funciones sindicales establecido en
el art. 23.3 d) de la Ley 30/1984, pues lo ciñe a los
de corta duración, sin que exista previsión legal que auto-
rice tal restricción, de suerte que, merced a esta inter-
pretación, se coarta el ejercicio del derecho a la libertad
sindical, pues se priva a un liberado sindical de la per-
cepción del complemento que se le venía abonando has-
ta que adquirió la condición de tal, lo que supone la
pretensión de imponer que al ejercicio de la actividad
sindical se haga seguir la consecuencia de sufrir un
empeoramiento en las condiciones económicas hasta
el momento disfrutadas.

En una segunda línea argumental, con cita de nues-
tras SSTC 95/1996 y 161/1991, se sostiene que se
produce también una discriminación en el plano retri-
butivo del funcionario que realiza funciones sindicales
respecto del que no las lleva a cabo. Hay por ello, se
concluye, una violación del art. 14 C.E.
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4. Mediante providencia de 17 de diciembre de
1998 la Sección Cuarta admitió a trámite el recurso
de amparo y acordó dirigir atentas comunicaciones a
la Dirección General de la Policía, así como al órgano
jurisdiccional, para que remitiesen certificación o foto-
copia adverada del expediente administrativo y de las
actuaciones judiciales, respectivamente. Del mismo
modo acordó el emplazamiento de quienes hubieran sido
parte en el proceso del que el presente recurso de ampa-
ro trae causa.

5. Personado el Abogado del Estado mediante escri-
to de 23 de diciembre de 1998, y recibidas las actua-
ciones y el expediente administrativo reclamados, la Sala
dictó el 21 de septiembre de 1999 providencia por la
que se tuvo a aquél por personado y se acordó dar vista
de las actuaciones a la parte recurrente, al Abogado
del Estado y al Ministerio Fiscal, por plazo común de
diez días, para que formulasen alegaciones conforme
al art. 52.1 LOTC.

6. El Ministerio Fiscal presentó alegaciones el 2 de
noviembre de 1999 interesando la estimación del recur-
so de amparo, cuyos dos motivos propone estudiar de
forma conjunta. Recuerda el Ministerio Público la doc-
trina sentada en las SSTC 87/1998 y 191/1998 sobre
la garantía de indemnidad que veda cualquier diferencia
de trato por razón de la afiliación sindical o actividad
sindical de los trabajadores o sus representantes en rela-
ción con el resto de trabajadores, quedando afectado
el derecho a la libertad sindical cuando se irrogan per-
juicios a quienes lo ejercitan. Descendiendo al supuesto
concreto del presente recurso de amparo resalta su para-
lelismo con el resuelto en la STC 191/1998, y concluye
afirmando que, primero la Resolución administrativa, y
después la Sentencia judicial, vulneraron el derecho a
la libertad sindical del demandante, en la medida en
que se puede constatar con claridad meridiana que des-
de la misma fecha en que el recurrente pasó a la situación
de liberado sindical y dejó de realizar los turnos rotatorios
que hasta entonces cumplía dejó de percibir la grati-
ficación establecida, haciéndosele, en consecuencia, de
peor condición que el resto de compañeros que, por
no realizar esa actividad sindical, seguían cumpliendo
efectivamente los turnos rotatorios y percibiendo la
remuneración correspondiente. La disminución de per-
cepciones aplicada incidió, por tanto, directamente en
el derecho a la indemnidad retributiva del demandante
de amparo.

7. El Abogado del Estado formuló alegaciones
mediante escrito presentado el 21 de octubre de 1999,
en el que solicita la desestimación del recurso. Con cita
de la STC 72/1986 argumenta que la exención de pres-
tación de servicios del representante sindical no está
comprendida en el ámbito de la libertad sindical y dere-
chos anejos de los representantes, y distingue entre la
negociación colectiva, que formaría parte del derecho
fundamental, y el contenido concreto del pacto, que ten-
dría un carácter accidental o contingente. De ahí que
la cuestión de si quien está exento de la prestación de
servicios por motivos sindicales tiene o no derecho a
unas determinadas retribuciones sea una cuestión de
legalidad ordinaria a resolver mediante la interpretación
de los concretos pactos existentes entre las partes de
la relación contemplada, carente de contenido consti-
tucional. Siguiendo esta línea de razonamiento, la dis-
crepancia del demandante sobre si en el término «per-
misos» que utiliza el Acuerdo de 1989 comprende la
exención total y prolongada de prestación de servicios
habría sido resuelta por la Sentencia impugnada con
argumentos convincentes. Concluye afirmando que no

puede afirmarse que el funcionario liberado haya expe-
rimentado un perjuicio o menoscabo económico porque,
a diferencia del supuesto contemplado en la STC
191/1998, en la que se hacía cuestión de un comple-
mento asociado funcionalmente a un puesto de trabajo,
en el caso presente estamos ante una gratificación
extraordinaria que no es fija ni periódica, sino eventual
y circunstancial.

8. Por providencia de 27 de enero de 2000 se seña-
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 31 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo invoca los arts. 14 y 28.1
C.E., pero la queja esencial contenida en ella se reduce
a la violación del segundo de los derechos invocados,
careciendo de relevancia la invocación del primero.
Según criterio reiterado de este Tribunal, cuando se ale-
gan discriminaciones perturbadoras del ejercicio del
derecho a la libertad sindical (art. 28.1 C.E.), las hipo-
téticas vulneraciones del art. 14 C.E. quedan subsumidas
en el derecho reconocido en el art. 28.1 C.E., salvo que
la discriminación impugnada concierna a alguna de las
circunstancias proscritas en el art. 14 C.E., lo que aquí
no concurre (por todas, SSTC 202/1997, de 25 de
noviembre; 87/1998, de 21 de abril, y 191/1998, de
29 de septiembre).

2. Centrada la cuestión en la aducida lesión del dere-
cho fundamental a la libertad sindical del demandante
(art. 28.1 C.E.), hemos de recordar, tal como hicimos
en la STC 191/1998, con cita de las anteriores SSTC
74/1998, de 31 de marzo, y 87/1998, que «este Tri-
bunal, desde la STC 38/1981, ha venido subrayando
cómo la libertad de afiliarse a cualquier sindicato y la
libertad de no afiliarse, así como el desarrollo de la acti-
vidad inherente a la legítima actuación en el seno de
la empresa para defender los intereses a cuyo fin se
articulan las representaciones de los trabajadores, nece-
sita de garantías frente a todo acto de injerencia, impe-
ditivo u obstativo, del ejercicio de esa libertad» (F.J. 4).

«En igual sentido [prosigue la STC 191/1998] recuer-
da la STC 95/1996 que la vertiente individual del dere-
cho fundamental de libertad sindical comprende prin-
cipalmente el derecho a constituir sindicatos, el de afi-
liarse al de su elección (teniendo en cuenta que nadie
puede ser obligado a afiliarse a un sindicato) y a que
los afiliados desarrollen libremente su actividad sindical
(STC 197/1990), sin que nada de lo anterior pueda impli-
car perjuicio alguno para los trabajadores, naturalmente
si se cumplen los requisitos legalmente establecidos».
En consecuencia (concluye la STC 87/1998, citando
de nuevo la STC 74/1998), «dentro del contenido del
derecho de libertad sindical reconocido en el art. 28.1
C.E. se encuadra, pues, el derecho del trabajador a no
sufrir, por razón de su afiliación o actividad sindical,
menoscabo alguno en su situación profesional o eco-
nómica en la empresa». Se trata de una «garantía de
indemnidad» (STC 87/1998), que veda «cualquier
diferencia de trato por razón de la afiliación sindical o
actividad sindical de los trabajadores y sus represen-
tantes, en relación con el resto de los trabajadores»
(STC 74/1998). En definitiva, el derecho a la libertad
sindical queda afectado y menoscabado si la actividad
sindical tiene consecuencias negativas para quien la rea-
liza o si éste queda «perjudicado» por el «desempeño
legítimo de la actividad sindical» (STC 17/1996, de 7
de febrero).
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3. Siguiendo la anterior doctrina hemos de examinar
si lesiona o no el derecho fundamental invocado el no
reconocer al demandante el derecho a la retribución por
trabajo a turnos establecida en el apartado 1.1 del Acuer-
do de 22 de febrero de 1989, de Medidas Económi-
co-Funcionariales transcrito en los antecedentes, desde
que el demandante fue dispensado totalmente de la pres-
tación de servicios por ser representante sindical de la
organización sindical «Asociación Nacional de Policía
Uniformada». No está en cuestión, como parece apuntar
la cita de la STC 72/1986, de 2 de junio, por el Abogado
del Estado, el derecho a quedar exento del servicio por
razones sindicales, sino la existencia de un perjuicio eco-
nómico en quien ha sido liberado de él como repre-
sentante de un sindicato policial y la determinación de
si ello lesiona o no el derecho fundamental aducido.

Ante todo ha de destacarse que el demandante era
Secretario regional de Organización de Murcia y se
encontraba prestando servicio en la Oficina de Denuncias
y Atención al Ciudadano de Alcantarilla en un puesto
que tenía asignada la gratificación correspondiente a tur-
nos rotatorios de trabajo, que sólo dejó de realizar como
consecuencia de quedar exento totalmente del servicio
con la autorización de la Administración. Dicha auto-
rización se otorgó en aplicación de la Circular núm. 29,
de 15 de febrero de 1988, de la Dirección General de
la Policía, por la cual se establecen criterios provisionales
en desarrollo del art. 22.2 b) de la Ley Orgánica de Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad. En este último precepto
se dispone que los representantes de las organizaciones
sindicales representativas tendrán derecho al número
de horas mensuales que reglamentariamente se esta-
blezca para el desarrollo de las funciones sindicales pro-
pias de su representación. Pues bien, la citada Circular
regula un crédito horario adicional y dos supuestos de
exención total del servicio, uno para los Consejeros inte-
grantes del Consejo de Policía y otro para los repre-
sentantes de las organizaciones sindicales (designados
por éstas ex art. 21.2 Ley Orgánica 2/1986 en pro-
porción de 12 representantes por cada Consejero),
encontrándose el demandante liberado completamente
del servicio.

Se trata por tanto de un funcionario de Policía Nacio-
nal que queda liberado del servicio en calidad de repre-
sentante de un sindicato policial que tiene la condición
de representativo según el art. 22.1 de la Ley Orgánica
2/1986, y que, como consecuencia de dicha liberación,
deja de percibir la remuneración por trabajo a turnos
que hasta entonces se le abonaba al realizarlos con
regularidad.

4. La Sentencia recurrida denegó la retribución soli-
citada con fundamento en dos consideraciones: La natu-
raleza de gratificación por servicios extraordinarios que
le atribuyó la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de
mayo de 1996, dictada en recurso de casación en interés
de ley, y la imposibilidad de equiparar la situación del
liberado sindical con la de un «permiso expresamente
autorizado», único supuesto en que, pese a no prestar
el trabajo a turnos, puede seguir cobrándose la grati-
ficación según el Acuerdo que la estableció. Dicha equi-
paración sería incorrecta porque el permiso contempla
siempre situaciones breves de falta de prestación de
servicios, y la del liberado sindical es permanente.

Pues bien, no corresponde a este Tribunal la deter-
minación de qué situaciones de falta de prestación del
servicio tienen cabida en el término «permisos expre-
samente autorizados» utilizado por el convenio entre la
Administración y las organizaciones sindicales, pues se
trata de una labor de interpretación del Acuerdo que

queda reservada a los Tribunales de la Jurisdicción ordi-
naria. Más aún, no nos corresponde tampoco la inter-
pretación de si la situación del liberado sindical tiene
cabida en los «permisos expresamente autorizados».
Pero sí nos corresponde valorar desde la perspectiva
constitucional que nos es propia, y a la vista del derecho
fundamental invocado, la razón o argumento en virtud
del cual la Sentencia impugnada niega al solicitante de
amparo el derecho a percibir la gratificación reclamada.
Hemos sostenido reiteradamente que, estando en juego
un derecho fundamental sustantivo, como aquí ocurre
(derecho de libertad sindical: art. 28.1 C.E.), y no el dere-
cho reconocido en el art. 24.1 C.E., el control por parte
de este Tribunal no puede limitarse a verificar el carácter
motivado, razonable y no arbitrario de las resoluciones
judiciales impugnadas (SSTC 94/1995, de 19 de junio;
127/1995, de 25 de julio; 188/1995, de 18 de diciem-
bre; 17/1996, de 7 de febrero; 37/1998, de 17 de
febrero, y 191/1998, de 29 de septiembre).

Desde esta perspectiva ha de afirmarse que, inde-
pendientemente de la mayor o menor amplitud que el
órgano judicial dé al concepto de «permiso expresamen-
te autorizado», nunca podrá llegar a unos términos que
enerven el derecho de quien es representante sindical
a no sufrir perjuicios o menoscabos como consecuencia
del ejercicio del derecho a la libertad sindical. Como
dijimos en la STC 191/1998, en un supuesto cuya seme-
janza ha sido resaltada por el Ministerio Fiscal, «un libe-
rado o relevado de la prestación de servicios por realizar
funciones sindicales sufre un perjuicio económico si per-
cibe una menor retribución que cuando prestaba o presta
efectivamente su trabajo. Lo anterior puede constituir
un obstáculo objetivamente constatable para la efecti-
vidad del derecho de libertad sindical, por su potencial
efecto disuasorio para la decisión de realizar funciones
sindicales. Obstáculo que repercute no sólo en el repre-
sentante sindical que soporta el menoscabo económico,
sino que puede proyectarse asimismo sobre la organi-
zación sindical correspondiente, afectando, en su caso,
a las tareas de defensa y promoción de los intereses
de los trabajadores que la Constitución encomienda a
los sindicatos (art. 7 C.E.), que son los representantes
institucionales de aquéllos, como este Tribunal viene
diciendo desde las SSTC 70/1982 y 37/1983».

5. En aplicación de esta doctrina corresponde ahora
poner de relieve que el demandante ha sufrido un claro
perjuicio económico desde que quedó exento de la pres-
tación de servicios por motivos sindicales, pues antes
de que esto ocurriera estaba destinado a un puesto en
el que se realizaba trabajo a turnos; él lo llevaba a cabo
y, por ello, percibía la correspondiente retribución fijada
mensualmente.

En efecto, en el caso contemplado la disminución
retributiva sufrida por el demandante se encuentra ligada
causalmente al ejercicio del derecho de libertad sindical,
tal y como lo configuran para los funcionarios de Policía
la Ley Orgánica 2/1986 y su regulación de desarrollo.
A diferencia del caso resuelto en la STC 191/1998,
en el cual a un liberado sindical se le negaba un com-
plemento retributivo que nunca había llegado a percibir,
en el ahora estudiado el demandante percibía la gra-
tificación antes de quedar exento de la prestación de
servicio, por lo que la existencia de un perjuicio eco-
nómico se manifiesta con la simple comparación de la
retribución del demandante antes y después de ser libe-
rado de todo servicio. De ahí que dicho perjuicio se revele
como intolerable desde la perspectiva del derecho fun-
damental invocado.



78 Viernes 3 marzo 2000 BOE núm. 54. Suplemento

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho del
demandante a la libertad sindical.

2.o Restablecerle en la integridad de su derecho y,
a tal fin, anular la Resolución del Director general de
la Policía, de 25 de marzo de 1996, y la Sentencia dic-
tada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Murcia en el recurso
núm. 896/1996 el 22 de mayo de 1998.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta y uno de enero de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

4212 Pleno. STC 31/2000, de 3 de febrero de
2000. Cuestión de inconstitucionalidad
198/94. Planteada por el Pleno del Tribunal
Constitucional en relación con el art. 468 c)
de la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril,
Procesal Militar. Vulneración del derecho de
acceso a la justicia, del principio de control
judicial de la actividad administrativa y de la
subsidiariedad del recurso de amparo cons-
titucional: exclusión del contencioso-discipli-
nario militar de la separación del servicio
como consecuencia de Sentencia firme por
delito de rebelión (STC 18/1994).

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Carles Viver
Pi-Sunyer, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio
Diego González Campos, don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García
Manzano, don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido
Falla, don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo
Jiménez Sánchez y doña María Emilia Casas Baamonde,
Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad 198/1994,
promovida por el Pleno de este Tribunal en relación con
el art. 468 c) de la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de
abril, Procesal Militar. Han comparecido y formulado ale-
gaciones la Fiscalía General y la Abogacía del Estado.
Ha sido Ponente la Magistrada doña María Emilia Casas
Baamonde, quien expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. El Pleno del Tribunal Constitucional, en la Sen-
tencia 18/1994, de 20 de enero, decidió —en su fun-

damento jurídico 7— plantear la cuestión de inconsti-
tucionalidad en relación con el art. 468 c) de la Ley
Procesal Militar; «examen de constitucionalidad que ha
de llevarse a cabo no sólo desde la perspectiva del dere-
cho fundamental vulnerado en el presente recurso de
amparo (art. 24.1 C.E.), sino también en relación con
el carácter subsidiario de este recurso (art. 53.2 C.E.)
y desde la perspectiva del control de la legalidad de
la actuación administrativa y el sometimiento de la mis-
ma a los fines que la justifican (art. 106.1 C.E.)».

Asimismo, acordó dar trámite a la cuestión de incons-
titucionalidad y, a tal efecto y conforme establece el
art. 37.2 LOTC, dar traslado de las actuaciones precisas
al Congreso de los Diputados y al Senado, por conducto
de sus Presidentes, al Gobierno, por conducto del Minis-
terio de Justicia, y al Fiscal General del Estado para que,
en el improrrogable plazo de quince días, pudieran per-
sonarse en el proceso y formular las alegaciones que
estimaren convenientes. Igualmente se acordó publicar
la incoación del proceso en el «Boletín Oficial del Estado».

2. Por providencia de 8 de febrero de 1994, el Pleno
admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad
núm. 198/1994, planteada en relación con el art. 468 c)
de la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, Procesal
Militar (L.P.M., en adelante), como consecuencia del
recurso de amparo núm. 1.722/91, promovido por don
José Antonio Sánchez García contra Sentencia de la Sala
Quinta del Tribunal Supremo, de 12 de julio de 1991,
que declaró la inadmisibilidad del recurso conten-
cioso-disciplinario militar preferente y sumario
núm. 2/24/89 formulado contra Resoluciones del Minis-
terio de Defensa de 26 de septiembre de 1989 y 7
de marzo de 1990, por las que se acordó la separación
del servicio del recurrente en el expediente gubernativo
núm. 7/89.

3. En escrito presentado el 15 de febrero de 1994,
la Presidencia del Congreso de los Diputados comunicó
que, aun cuando esa Cámara no se personaría en el
procedimiento ni formularía alegaciones, ponía a dispo-
sición del Tribunal las actuaciones que de la misma
pudiera precisar.

4. El 22 de febrero de 1994 la Presidencia del Sena-
do presentó un escrito en el que rogaba que se tuviera
por personada a esa Cámara en el procedimiento y por
ofrecida su colaboración a los efectos del art. 88.1 LOTC.

5. Con fecha 22 de febrero de 1994, el Fiscal Gene-
ral del Estado presentó escrito de alegaciones intere-
sando se dictara Sentencia declarando la inconstitucio-
nalidad del art. 468 c) L.P.M., por ser contrario a los
arts. 24.1, 53.2 y 106.1 C.E.

A su juicio, el examen de constitucionalidad deberá
efectuarse desde la óptica de tres preceptos constitu-
cionales: El 24.1, en cuanto garantiza el acceso a la
jurisdicción; el 53.2, que establece el carácter subsidiario
del recurso de amparo, y el 106.1, según el cual los
Tribunales controlan la legalidad de la actuación admi-
nistrativa. Por razones de orden, cree preferible efectuar
tal examen separadamente:

El art. 24.1 C.E., al proclamar el derecho a la tutela
efectiva de los Jueces y Tribunales, viene a garantizar
un contenido múltiple, bajo el común denominador de
la interdicción de la indefensión, entre el que se encuen-
tra el acceso a la jurisdicción. Todo obstáculo que se
oponga a tal acceso deberá ser reputado contrario al
derecho a la tutela judicial efectiva, pues ninguna pro-
tección del Juez puede obtener quien ni siquiera puede
llegar a solicitarla.

En el caso que nos ocupa —continúa el Fiscal General
del Estado— el precepto cuestionado prohíbe plantear


